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CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA

TERCERA SALA CIVIL

Expediente Nº
 34941-2014-0-1801-JR-CI-03 (Ref. Sala N° 00052-2017-0)
Demandante

:
Cristhian Miguel Velásquez Valderrama
Demandado

:
Registro Nacional de Identificación y Estado Civil - RENIEC 
Materia

:
Proceso de Amparo
Cuaderno

:
Principal
SENTENCIA DE VISTA

Resolución N° 02 

Lima, veintidós de febrero de       

dos mil diecisiete.-   
VISTOS: Interviniendo como Juez ponente el señor Abanto Torres; y 
CONSIDERANDO:

Materia del recurso de apelación

Primero: Es materia de apelación, la sentencia contenida en la Resolución N° 05, de fecha 19 de junio de 2015
, que declara fundada la demanda; en consecuencia, ordena que la parte demandada corrija la inscripción del estado civil de Cristhian Miguel Velásquez Valderrama, debiéndosele consignar como “soltero”, salvo que acredite que cuenta con documentación que demuestre lo contrario, distinta a la evaluada en el presente proceso; declarar la vacatio
 de la presente sentencia por espacio de tres meses, a fin que las personas que pudieran resultar afectadas por la rectificación en el estado civil del demandante hagan valer sus derechos en la vía procesal pertinente, debiendo procederse con su ejecución una vez vencido el plazo o una vez que la eventual demanda interpuesta en dicha  vía sea rechazada mediante resolución judicial firme, bajo apercibimiento de aplicar las medidas coercitivas prevista por el artículo 22° del Código Procesal Constitucional.
Objeto del recurso de apelación

Segundo: Conforme al artículo 364º del Código Procesal Civil, “el recurso de apelación tiene por objeto que el órgano jurisdiccional superior examine, a solicitud de parte o de tercero legitimado, la resolución que les produzca agravio, con el propósito de que sea anulada o revocada, total o parcialmente”. 

De igual forma dentro del marco de la garantía constitucional referida a la observancia del debido proceso, es necesario que al absolverse el grado no sólo se reexamine la resolución apelada, sino también se cautele la pureza del procedimiento, teniendo en consideración que las disposiciones contenidas en la ley procesal son de carácter imperativo conforme a lo dispuesto en el artículo IX del Título Preliminar del Código Procesal Civil.
Agravios de la parte apelante

Tercero: La parte demandada expresa como agravios que: 

a) No se ha tomado en consideración que la vía constitucional no es una vía alternativa a la vía contencioso administrativa o civil, sino residual. 

b) Desde 2008 se informó al demandante que debía ir a la vía ordinaria para acreditar fehacientemente que la declaración jurada que formuló en sede administrativa no era cierta y que debería anularse sus efectos.

c) Pese a haber transcurrido más de 6 años se admite la demanda en sede constitucional y se pretende enervar los principios de inmediatez del procedimiento con la figura de una vacatio de la sentencia a fin de que puedan tomar conocimiento terceros ajenos al proceso a fin de enervar los efectos de la misma con los elementos probatorios necesarios.

d) El origen de la controversia se inicia por una falsa declaración del propio demandante que en 2005 se apersona al RENIEC a presentar una declaración jurada señalando que en breve contraerá matrimonio, 03 años después pretendió en sede administrativa se anule los efectos de dicha declaración con una nueva totalmente incompatible con la anterior sin adjuntar un pronunciamiento judicial de nulidad de declaración, nulidad de matrimonio o disolución del mismo, dada su función de administración pública que se rigen por normas expresas que obligan a considerar las declaraciones juradas como sustento válido mientras no sean anuladas en sede administrativa dentro de un plazo determinado pasado el cual deben ser anuladas ante el órgano jurisdiccional.

e) No es justo que se le condene al pago de costos por hechos propios del demandante.

Consideraciones de la Sala
Cuarto: Absolviendo en forma conjunta los agravios, de la demanda se aprecia que Christhian Miguel Velásquez Valderrama (en adelante, el demandante), interpone demanda de hábeas data contra Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (en adelante, el RENIEC), con el fin de que se le ordene, rectificar el dato relacionado a su estado civil, donde aparece como casado, cuando lo correcto es soltero, toda vez que no ha contraído matrimonio civil alguno.
Sostiene, que con fecha 14 de julio de 1999, solicitó ante el RENIEC su documento de identidad (DNI), con estado civil soltero, conforme aparece detallado en el Formulario de Identidad N° 07032327, y que posteriormente al solicitar en dos oportunidades el duplicado de su DNI, en los Formularios de Identidad N° 13859391 y 18028454, continuó con dicho estado civil de soltero. Sin embargo, al llenar el Formulario de Identidad N° 25314642 con fecha 08 de septiembre de 2005, para renovar su DNI, declaró en su estado civil como casado, precisando que en breve contraería matrimonio. Luego, al acercarse a las oficinas del RENIEC con fecha 26 de mayo de 2008, para revalidar y solicitar la rectificación de su estado civil, de casado a soltero, se le indicó que ello no era posible debido a que requería de un proceso judicial, por tal motivo administrativamente solicitó la rectificación de su estado civil, lo que originó la emisión de la Resolución N° 2821-2008/SGDI/GRI/RENIEC de fecha 16 de Julio de 2008, que declara improcedente su solicitud de rectificación de estado civil, y, la Resolución N° 5011-2008/SGD/GR/RENIEC, de fecha 18 de diciembre de 2008, que observa la inscripción N° 409227754, respecto al estado civil del demandante, donde se le señaló que debía solicitar una rectificación judicial.

Agrega, que se ha visto afectado, el DNI otorgado el 26 de mayo de 2008 ya venció, que no puede trabajar ni realizar ningún tipo de operación financiera o patrimonial, lo que no sólo le afecta su derecho a la identidad, sino también su subsistencia
.

Quinto: Al contestar la demanda, el RENIEC ha señalado que no ha conculcado o mermado derecho constitucional alguno, dado que el propio demandante ha consignado el estado civil de casado en su declaración jurada, y que su pretensión de cambio de estado civil debe ser de conocimiento de la justicia ordinaria por un Juzgado Contencioso Administrativo y/o Civil, más no en la vía constitucional. Siendo así, al existir una vía procesal igualmente satisfactoria la demanda debe declararse improcedente
.

Sexto: Sin hacer la cita correspondiente, el Juez ha declarado fundada la demanda haciendo suyos los fundamentos de la STC N° 04729-2011-PHD/TC
. Este Colegiado no comparte los fundamentos de dicha sentencia que resuelve un único caso y no constituye ni doctrina jurisprudencial vinculante
 ni precedente vinculante
. 
En tal sentido, exponemos los fundamentos de hecho y de derecho por los cuales este Colegiado se aparta de dichas consideraciones, en pleno uso de su independencia en el ejercicio de la función jurisdiccional conforme a los artículos 139° inciso 2) de la Constitución Política del Perú y 16° del TUO de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

Sétimo: En ese sentido, corresponde señalar en principio, que con la vigencia de la Ley N° 28237, Código Procesal Constitucional,
 los procesos constitucionales han pasado a ser de un modelo alternativo a un modelo residual, es decir, su uso está autorizado solo cuando no existan otras vías igualmente satisfactorias para tutelar el derecho que se reclama. Ello debido a que conforme señala el artículo 1° del Código Procesal Constitucional, la finalidad de los procesos constitucionales como mecanismo de protección constitucional, esta circunscrito a proteger derechos constitucionales, reponiendo las cosas al estado anterior a la violación o amenaza de violación de un derecho constitucional, o disponiendo el cumplimiento de un mandato legal o de un acto administrativo; es decir, restableciendo el ejercicio de un derecho constitucional.
Octavo: En ese sentido, el artículo 61° del Código Procesal Constitucional, ha establecido: 
“El habeas data procede en defensa de los derechos constitucionales reconocidos por los incisos 5 y 6 del artículo 2
 de la Constitución. En consecuencia, toda persona puede acudir a dicho proceso para: Acceder a información que obre en poder de cualquier entidad pública, ya se trate de la que generen, produzcan, procesen o posean, incluida la que obra en expedientes terminados o en trámite, estudios, dictámenes, opiniones, datos estadísticos, informes técnicos y cualquier otro documento que la administración pública tenga en su poder, cualquiera que sea la forma de expresión, ya sea gráfica, sonora, visual, electromagnética o que obre en cualquier otro tipo de soporte material (…)”

A su vez, el Tribunal Constitucional en la sentencia N° 01797-2002-PHD/TC
, señala que este derecho: “[…] tiene una doble dimensión. Por un lado, se trata de un derecho individual, en el sentido que garantiza que nadie sea arbitrariamente impedido de acceder a la información que guarden, mantengan o elaboren las diversas instancias y organismos que pertenezcan al Estado, sin más limitaciones que aquellas que se han previsto como constitucionalmente legítimas […] En segundo lugar el derecho de acceso a la información tiene una dimensión colectiva, ya que garantiza el derecho de todas las personas de recibir la información necesaria y oportuna […].” 
Noveno: Antes de ingresar a analizar el fondo de la pretensión objeto del presente proceso, corresponde verificar si la rectificación de estado civil del demandante, corresponde o no ser analizada en el proceso constitucional; y segundo, si se ha vulnerado el derecho constitucional invocado por el demandante.

Décimo: Previamente, corresponde precisar lo siguiente:

10.1.- Con relación a la cognición sumaria, los autores del Código Procesal Constitucional han señalado que: 
“El procedimiento propuesto privilegia una cognición sumaria de la cuestión debatida en reemplazo de la cognición plena, versión clásica de los procedimientos que tutelan derechos privados. Esto significa que, en la práctica, se opta por una justicia de probabilidad antes que por una justicia de certeza, es decir, llegar antes a una decisión final, aun con merma de un conocimiento completo e integral del tema a ser resuelto.
Sin embargo, siendo conscientes de que los procesos constitucionales suelen ser usados, de manera deliberada, para resolver conflictos que no son necesariamente de contenido constitucional, con el sólo propósito de aprovechar precisamente su urgencia (claridad), se ha puesto muy especial celo en construir un sistema que permita al Juez discernir aquellos casos en los que el agravio constitucional es sólo la construcción jurídica realizada por el conflicto.”

“Se deja definido sin ambigüedades que la estación probatoria –como antes se decía- no existe en materia procesal constitucional. Se está a la prueba inmediata, instantánea y autosuficiente que se adjunta cuando se demanda o cuando se contesta y, por cierto, se deja en libertad al Juez para acopie el materia probatorio que considere necesario para resolver (artículo 9).” 

[Resaltado nuestro]
10.2.- A tenor de lo planteado, el Tribunal Constitucional en el fundamento 5. de la STC N° 0410-2002-PA/TC, ha señalado lo siguiente: 
“(…) A juicio del Tribunal, no existe estación probatoria en el amparo porque en él no se declaran ni constituyen a favor de ninguna de las partes derechos constitucionales, lo que sí sucede en otra clase de procesos ordinarios, para cuyo caso, precisamente, se ha previsto la estación probatoria. El amparo, y con él todos los procesos constitucionales de la libertad, (…), sólo tienen por finalidad restablecer el ejercicio de un derecho constitucional, esto es, tiene una finalidad eminentemente restitutoria. Lo que significa que, teniendo el recurrente la calidad de titular del derecho constitucional, el amparo se dirige básicamente a analizar si el acto reclamado es o no lesivo de aquel atributo subjetivo reconocido por la Norma Suprema del Estado.

En efecto, a través de estos procesos no se puede solicitar la declaración de un derecho o, quizá, que se constituya uno. (…) En el amparo no se discuten cuestiones atinentes a la titularidad de un derecho –así sea este constitucional–, sino el modo de restablecer su ejercicio, si acaso éste resultó lesionado.

De ahí que en la jurisprudencia de este Tribunal se haya sostenido que para que esa tarea pueda llevarse a cabo es preciso que el acto cuestionado sea manifiestamente arbitrario. Pero la arbitrariedad o no del acto no es un asunto que, por lo general, pueda determinarse en una estación de pruebas, sino, esencialmente, un problema que se atiene a su valoración judicial de cara al contenido constitucionalmente protegido del derecho".

[Resaltado nuestro]

10.3.- Finalmente, con relación a la carga probatoria dinámica, en el fundamento 50 c  de la STC N° 1776-2004-AA/TC, el Tribunal Constitucional ha establecido que:

"50.  Pese a lo claro que puede resultar el procedimiento regular que debe realizarse con posterioridad a que una demanda sea declarada fundada, este Colegiado considera propicio este punto a fin de explicar algunas cuestiones que pueden resultar controversiales.

(...) 

c.         La utilización de la prueba dinámica
Se ha señalado prima facie que la carga de probar corresponde a quien afirma hechos que configuran su pretensión, o a quien los contradice alegando nuevos hechos, según lo presenta el artículo 196º del Código Procesal Civil. Frente a ello, la carga probatoria dinámica significa un apartamiento de los cánones regulares de la distribución de la carga de la prueba cuando ésta arroja consecuencias manifiestamente disvaliosas para el propósito del proceso o procedimiento, por lo que es necesario plantear nuevas reglas de reparto de la imposición probatoria, haciendo recaer el onus probandi sobre la parte que está en mejores condiciones profesionales, técnicas o fácticas para producir la prueba respectiva.

En el caso de la falta de información para una afiliación, este precepto no puede ser adecuado, pues reparándose en la naturaleza de los hechos a probar, se puede llegar a pensar en la remisión a un subjetivismo de la SBS, tal como lo reconocía casi explícitamente la nulidad de afiliaciones. Conviene ahora desvirtuar la validez de la ‘prueba diabólica’ que puede llegar a ser la probanza de que el afiliado no fue informado de forma conveniente.

Un medio probatorio produce certeza en el juez respecto de los puntos controvertidos con el fin de fundamentar sus decisiones. Y sobre ello hay que insistir en el caso del retorno al SNP por falta de información correcta sobre el SPP y sobre el futuro del SNP, máxime si tal figura se justifica precisamente con la asimetría informativa y con la firma de un contrato de adhesión.
La doctrina de las cargas probatorias dinámicas interviene para responder a una concepción de un derecho dúctil y una concepción más dinámica del devenir del proceso, tal como amerita el supuesto planteado. Así, no correspondería al demandante la carga de la prueba del hecho (de índole negativo) sino que el demandado tendría la carga de probar el hecho positivo. Cabe recordar que la prueba dinámica no es ajena a nuestro ordenamiento. Por ejemplo, se han utilizado en los siguientes supuestos: violación de derechos humanos (párrafo 70 de la sentencia del caso Paniagua Morales y otros, párrafo 65 de la sentencia del caso Durand y Ugarte y párrafo 63 de la sentencia del Caso Castillo Petruzzi, todas ellas de la Corte Interamericana de Derechos Humanos), cumplimiento de condiciones de los trabajadores (artículo 27° de la Ley Procesal del Trabajo, Ley N.º 26636) e impugnación de pago de tasa en tributación municipal (sentencias recaídas en el Expediente N.° 0041-2004-AI/TC y en el Expediente 0053-2004-AI/TC). Asimismo, en el ámbito de protección del usuario, y basándose en la asimetría de información, se ha permitido la variación de la carga de la prueba, buscándose proteger al consumidor de la imposibilidad de probar que fue engañado o que recibió información insuficiente (punto 2 la Resolución Nº 102-97-TDC-INDECOPI).

En el caso concreto del retorno, serán el Estado y la AFP los que deberán probar que informaron correctamente a cada grupo de afiliados que se adscribieron al SPP. En el procedimiento será la AFP la que establecerá, en primer lugar, si informó bien o mal, aunque es muy difícil que ella misma acepte tal responsabilidad. Por su parte, la SBS, con mayor grado de independencia, por no participar del sistema pensionario directamente, sino únicamente a través de la supervisión, sí estará en capacidad de determinar la falta de quien corresponda. Pero por la naturaleza de sus funciones no estará en capacidad de fijar el grado de información existente en el ámbito pensionario, toda vez que la existencia de una información asimétrica requiere ser probada y analizada por un organismo especializado sobre la materia.

Por tal razón, es necesario que Indecopi intervenga en el procedimiento, a través de un informe que emita sobre este grado de información, y que deberá ser explicado por el Estado y la AFP. Partiendo del artículo 39° (todos los funcionarios públicos están al servicio de la nación) y del artículo 139°, inciso 18) de la Constitución (obligación estatal de prestar colaboración en todo proceso en que sea requerido), esta capacidad de oficiosidad requerida será aceptada como medio probatorio esencial por parte de la SBS. Además, el artículo 76.1 de la Ley N.° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, en lo referente a la colaboración entre entidades, permite que Indecopi y SBS tengan un grado tal de cooperación institucional que permita al primero brindar al segundo el informe que requiere a fin de permitir o no el retorno de un afiliado al SNP. Cabe anotar que según el artículo 2°, inciso a) del Decreto Ley N.° 25868, Ley de Organización y Funciones del Indecopi, este organismo debe ser el veedor de la prestación de servicios y analizar las prácticas de los agentes del mercado que afecten a los usuarios. Ahora bien que sea obligatoria su participación no significa que sea vinculante. El informe realizado por Indecopi se considera prácticamente como un peritaje, y su valor será el que la entidad decisoria le otorgue. Por ende, sólo de esta manera, consideramos que se podrá realizar un estudio concienzudo sobre el grado de información vertida sobre la práctica de afiliación masiva que existió en el país, y que tiene por fin proteger a las personas convenientemente"
.
Décimo Primero: Respecto al primer punto, esto es, si corresponde verificar si la rectificación de estado civil del demandante, corresponde o no ser analizada en el proceso constitucional; debemos señalar que de la Resolución N° 2821-2008/SGDI/GRI/RENIEC de fecha 16 de Julio de 2008,
 que declara improcedente la solicitud de rectificación de estado civil formulado por el demandante, se aprecia que el demandante realizó el canje de su DNI en el año 1999, tramitó el duplicado de su DNI los años 2002 y 2003, posteriormente el año 2005 realizó el trámite de rectificación del domicilio y estado civil a casado, señalando haber contraído matrimonio civil con Gisell Landa Huamán en la Municipalidad de San Martín de Porres - Lima y finalmente, en el año 2008, solicita el cambio de su estado civil de casado a soltero, al no haber contraído matrimonio. Además, el pedido efectuado, no se encuentra comprendido dentro de los supuestos previstos en el Punto VI “Disposiciones Generales” de la Directiva No. DI-078-GPDR/004.

De la Resolución N° 5011-2008/SGD/GR/RENIEC, de fecha 18 de diciembre de 2008,
 la entidad administrativa observa la inscripción N° 409227754 a nombre del demandante, respecto a su estado civil, señalando que procedería la rectificación, una vez efectuado el trámite que corresponda ante el órgano jurisdiccional competente. Ello en virtud, a que el demandante declaró un estado civil que no le corresponde.

Décimo Segundo: En este contexto, de los documentos que se encuentran en el expediente, está probado que no se encuentra registrado el matrimonio del demandante en el RENIEC
. Sin embargo como es de público conocimiento, el RENIEC no cuenta con la totalidad de  información de las oficinas de registros de estados civiles que se encuentran en todas y cada una de las municipalidades distritales y provinciales a nivel nacional, tal como puede verse de la siguiente captura de pantalla
.. 
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En este orden de ideas, no se puede atribuir al RENIEC la carga probatoria dinámica respecto de información que no obra bajo su custodia. Estimar las demanda de Habeas Data en la STC 4729-2011-PHD/TC de la manera que lo ha hecho el Tribunal Constitucional, sin haber esclarecido las cuestiones de hecho y disponiendo una vacatio de la sentencia por espacio de tres meses para que las personas afectadas hagan valer su derecho en la vía procesal pertinente, constituye un atentado contra la seguridad jurídica, bien constitucional que los jueces ordinarios y constitucionales debemos tutelar, razón adicional por la cual este Colegiado discrepa con la argumentación del Tribunal Constitucional.
En virtud de lo expuesto, la pretensión incoada no puede ser ejercitada en el proceso constitucional de hábeas data, dado que la naturaleza de la pretensión demandada, y los hechos descritos, permiten colegir que la solicitada rectificación de estado civil, debe ser resuelta en un proceso en el cual se realice la confrontación de documentos que certeramente y sin lugar a dudas determine si realmente el estado civil del demandante es el de casado o no, puesto que cuando realizó gestiones ante la administración permitió se mantenga en el tiempo el presunto error que señala (desde el 2005 hasta el 2008), y no tomó las acciones pertinentes para corregirlo, como también deberá dilucidarse, si el registro de su estado civil como casado obedece a las razones que alega o en realidad le corresponde el estado civil de soltero, para lo cual no basta la certificación de constancia negativa de inscripción de matrimonio de 02 Municipalidades, para tener demostrar el estado civil cierto del demandante. Resulta claro, que se requiere información adicional de las oficinas de Registro Civil que funcionan en todas y cada una de las Municipalidades Distritales y Provinciales que no se encuentran interconectadas con el RENIEC.
Tal determinación sólo es posible en una etapa probatoria, que el proceso constitucional no posee, habida cuenta que “se está a la prueba inmediata, instantánea y autosuficiente que se adjunta cuando se demanda o cuando se contesta y, por cierto, se deja en libertad al Juez para que acopie el material probatorio que considere necesario para resolver”
, en tanto resulte incontrovertible y suficiente su actuación.
Décimo Tercero: Bajo tal premisa, se infiere que la pretensión demandada debe dilucidarse en el proceso ordinario correspondiente, que cuenta con una etapa probatoria, por ser la vía específica satisfactoria que permitirá esclarecer la petición del demandante mediante la actuación de medios probatorios idóneos donde se determine con certeza, el real estado civil del demandante y  no se difiera en forma incierta los efectos de la sentencia arguyendo la vacatio de la misma, bajo el pretexto de impedir efectos perjudiciales que se podrían producir por su pronta efectividad.

Décimo Cuarto: En virtud de lo expuesto, se advierte que la demanda escapa al ámbito de la jurisdicción constitucional, debido a que el proceso constitucional de hábeas data constituye un mecanismo excepcional y residual de tutela jurisdiccional que procede ante la violación o amenaza de violación de los derechos constitucionales que deben estar referidos en forma directa al contenido constitucional del derecho invocado, que por cierto, no se presenta en el presente caso, toda vez que la pretensión demandada puede desarrollarse en un proceso de cognición, dado que el proceso constitucional, carece de etapa probatoria, conforme a lo previsto por el artículo 9 del Código Procesal Constitucional. Aunado a la recientemente STC N° 6040-2015-PA/TC, emitida por el Tribunal Constitucional, donde ha señalado: 

23. Al respecto, del articulo 5,2 del Código Procesal Constitucional se desprende que procede acudir a la vía especial y urgente del proceso de amparo para solicitar la protección de derechos fundamentales si no existe una vía ordinaria (específica) que sirva de igual o mejor modo para la tutela de los mismos derechos; esto es, si no existe una "vía igualmente satisfactoria". El examen de esta causal de improcedencia no supone verificar, simplemente, si existen "otras vías judiciales" mediante las cuales también se tutelen derechos constitucionales, sino que debe analizarse si tales vías ordinarias serían igual o más efectivas, idóneas o útiles que el proceso de amparo para lograr la protección requerida [STC 02383-2013-PA/TC, fundamento 8]. 

24. Para determinar la existencia de vías igualmente satisfactorias, este Tribunal ha establecido, con carácter de precedente [STC 02383-2013-PA/TC, fundamento 15], que la vía ordinaria será "igualmente satisfactoria" que la vía del proceso constitucional de amparo si, en un caso concreto, se demuestra de manera copulativa el cumplimiento de los siguientes elementos: 

· Que la estructura del proceso sea idónea para la tutela del derecho; 

· Que la resolución que se fuera a emitir pueda brindar tutela adecuada; 

· Que no exista riesgo de que se produzca la irreparabilidad; y 

· Que no exista necesidad de una tutela urgente derivada de la relevancia del derecho o de la gravedad de las consecuencias.”
[Resaltado nuestro]
Décimo Quinto: Respecto, al segundo punto, esto es, si se ha vulnerado el derecho constitucional invocado por el demandante, debemos señalar que habiéndose identificado que la demanda incoada no es susceptible de protección a través del amparo constitucional, en aplicación de lo dispuesto en los artículos 5.2° del Código Procesal Constitucional, la demanda promovida deviene en improcedente. 
Décimo Sexto: En ése sentido, en la STC 06040-2015-PA/TC, en un caso similar al que es materia del presente proceso, por tener relación con el estado civil de las personas, el Tribunal Constitucional  ha considerado atendible el empleo de la vía ordinaria. En efecto, en dicho caso el Tribunal Constitucional declaró improcedente la demanda respecto al pedido de cambio de nombre y de sexo, y dejó a salvo el derecho de la parte demandante a fin de que lo pueda hacer valer en la vía judicial que corresponda
.  
Décimo Sétimo: Por todo lo expuesto, se infiere que la resolución materia de alzada no ha sido emitida conforme a ley ni acorde con la secuela del proceso. Por tanto, los agravios invocados deben ampararse, debiendo revocarse la sentencia apelada, debiendo dejarse  a salvo el derecho del demandante para hacerlo valer con arreglo a ley en vía de acción,  en un proceso ordinario dotado de etapa probatoria. 
Por estos fundamentos. 

SE RESUELVE:

i. REVOCAR la sentencia contenida en la Resolución N° 05, de fecha 19 de junio de 2015 (fs. 49 a 54), que declara fundada la demanda; en consecuencia, ordena que la parte demandada corrija la inscripción del estado civil de Cristhian Miguel Velásquez Valderrama, debiéndosele consignar como “soltero”, salvo que acredite que cuenta con documentación que demuestre lo contrario, distinta a la evaluada en el presente proceso; declarar la vacatio de la presente sentencia por espacio de tres meses, a fin que las personas que pudieran resultar afectadas por la rectificación en el estado civil del demandante hagan valer sus derechos en la vía procesal pertinente, debiendo procederse con su ejecución una vez vencido el plazo o una vez que la eventual demanda interpuesta en dicha  vía sea rechazada mediante resolución judicial firme, bajo apercibimiento de aplicar las medidas coercitivas prevista por el artículo 22° del Código Procesal Constitucional, y REFORMÁNDOLA se declara improcedente la demanda, dejando a salvo el derecho del demandante para hacerlo valer con arreglo a ley.
ii. NOTIFIQUESE Y DEVUELVASE al Juzgado de origen. 
RIVERA QUISPE                                                               UBILLUS FORTINI

ABANTO TORRES

Juzgado

: 9° Juzgado Constitucional de Lima

Juez

: Juan Fidel Torres Tasso
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� Ver pp. 49-54.


� Según el Tribunal Constitucional, la vacatio sententiae consiste en diferir los efectos de la sentencia por un plazo determinado a fin de evitar las consecuencias perjudiciales que se podrían producir por la efectividad inmediata de la sentencia.


� Ver pp. 24.


� Ver pp. 35.


� En http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2013/04729-2011-HD.pdf.


� Artículo Vl.- Control Difuso e Interpretación Constitucional


Cuando exista incompatibilidad entre una norma constitucional y otra de inferior jerarquía, el Juez debe preferir la primera, siempre que ello sea relevante para resolver la controversia y no sea posible obtener una interpretación conforme a la Constitución.


Los Jueces no pueden dejar de aplicar una norma cuya constitucionalidad haya sido confirmada en un proceso de inconstitucionalidad o en un proceso de acción popular.


Los Jueces interpretan y aplican las leyes o toda norma con rango de ley y los reglamentos según los preceptos y principios constitucionales, conforme a la interpretación de los mismos que resulte de las resoluciones dictadas por el Tribunal Constitucional.


� Artículo VII.- Precedente


Las sentencias del Tribunal Constitucional que adquieren la autoridad de cosa juzgada constituyen precedente vinculante cuando así lo exprese la sentencia, precisando el extremo de su efecto normativo. Cuando el Tribunal Constitucional resuelva apartándose del precedente, debe expresar los fundamentos de hecho y de derecho que sustentan la sentencia y las razones por las cuales se aparta del precedente.


� Publicado en el Diario Oficial El Peruano 31 de mayo de 2004


� “Artículo 2.- Toda persona tiene derecho:


(…)


5. A solicitar sin expresión de causa la información que requiera y a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga el pedido.  Se exceptúan las informaciones que afectan la intimidad personal y las que expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional.


	El secreto bancario y la reserva tributaria pueden levantarse a pedido del Juez, del Fiscal de la Nación, o de una comisión investigadora del Congreso con arreglo a ley y siempre que se refieran al caso investigado.


6. A que los servicios informáticos, computarizados o no, públicos o privados, no suministren informaciones que afecten la intimidad personal y familiar.


(…).”


� En http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2003/01797-2002-HD.html


� Abad Yupanqui, Samuel y varios. “Código Procesal Constitucional, estudio introductoria, exposición de motivos, dictámenes e índice analítico” Palestra, 2005, Segunda Edición. Pp. 117


� Op. cit.. pp. 119


� En http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2003/00410-2002-AA.html


� En http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2007/01776-2004-AA.html


� Ver pp. 3 y reverso.


� Ver pp. 4 y reverso.


� Ver Constancia negativa de inscripción de matrimonio emitida en San Martín de Porres por el RENIEC con fecha 11 de setiembre de 2014 pp.7. Ver Constancia negativa de inscripción de matrimonio emitida en el Callao por el RENIEC con fecha 12 de setiembre de 2014 pp.8.  


� En https://www.reniec.gob.pe/portal/registroCivil.htm#


� CASTILLO CÓRDOVA, Luis. Comentarios al Código procesal constitucional. ARA Editores.


� En http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2016/06040-2015-AA.pdf.
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